¿Tensión entre dos exigencias éticas? Honestidad versus Independencia en la justicia del Paraguay
Por Ernesto Adrián Löffler

I. Introducción

El propósito de esta monografía consiste en evaluar la tensión que genera la coexistencia de dos imposiciones éticas. Me refiero a la honestidad y la tan clamada independencia que se le exige a los jueces y la justicia. Ello a partir de los cambios que experimentó el departamento judicial de la República del Paraguay con posterioridad a  la vigencia del Código de Ética Judicial.


II. Un Código preponderantemente intersubjetivo. Es necesario rediscutir ciertas exigencias

Este instrumento, aprobado por la Corte Suprema de Justicia de aquella Nación, pone en vigencia a partir del 1º de enero de 2006, uno de los mejores Códigos de Ética de Iberoamérica.  Luego de los consensos logrados a partir de un proceso fuertemente participativo, donde se involucrara no sólo el Poder Judicial sino también los abogados, las Facultades de derecho y en general el conjunto de la sociedad civil del vecino Estado 
. 

Se compone de preceptos éticos destinado a los jueces de todas las instancias de aquel departamento del Poder. Constituye así un plexo tan bien logrado que, al decir de Vigo, resultó uno de los que “más ambiciosamente ha volcado su atención en la ética judicial, ya no como un mero catálogo de exigencias que apelan a la conciencia del juzgador, sino consagrando un minucioso articulado institucional que canalizará la responsabilidad ética en aras de la eficiencia de los deberes éticos sin violentar el principio non bis in idem” 
. En efecto, conforme surge del art. 60 el digesto ético guaraní, se consagra el principio de independencia del proceso de responsabilidad ética, separándolo claramente de los procesos de responsabilidad administrativa, civil, penal o política que pudiera corresponder a los jueces y juezas del Poder Judicial de la República de Paraguay.


Advierto que mi trabajo no se circunscribirá a valorar con sentido crítico, el articulado, la estructura o contenido del digesto ético del vecino país. Mi esfuerzo se dirigirá a escudriñar el efecto práctico del Código de Ética de una República donde el poder político tuvo una injerencia notable en la vida institucional del órgano encargado de administrar justicia. 

Me detendré en particular en el análisis de dos exigencias éticas: la honestidad e independencia. Analizaré un caso que, por la importancia de las personas comprometidas  y los valores que se pretende tutelar, pone a las claras el desarrollo de un proceso de cambio muy auspicioso, que entiendo, respecto de la filiación partidaria de los jueces, debe necesariamente ser  profundizado.

Mi propósito es verificar a partir de ciertos datos sociológicos y de un caso resuelto por el Tribunal de Ética, si la defensa de la honestidad de los jueces que tiempo atrás justificaron el mantenimiento de la filiación política,  debe ceder frente a la independencia que incumbe proyectar tanto al Poder Judicial como a los magistrados sobre el imaginario social. 


III. Por un lado: la independencia como exigencia universal y primaria de la ética judicial 


El juez es una persona humana a quien la sociedad le otorga un poder de derivar racionalmente desde el derecho vigente la solución justa para el caso concreto. Ello, sobre la base de ciertas idoneidades. Se sostuvo que el objeto material de la ética judicial es el juez y que, esta disciplina procura definir las exigencias en orden a lograr el mejor magistrado posible. 

La ética judicial aplicada, al tiempo de rechazar al mal juez,  no se conforma con el juez mediocre porque no se contenta con la mínima exigencia, pretende siempre lo máximo del juez.


La ética se preocupa por el ser y por el parecer, para la ética importa tanto lo real como lo imaginario.  A la ética le interesa que la justicia sea como la mujer del César, es decir que no sólo resulte casta sino que lo parezca y, para el logro de tal objetivo, es esencial que el protagonista por excelencia de este departamento del poder cumpla con determinadas “exigencias universales y permanentes, y otras exigencias de índole histórico, o sea, ligadas a una sociedad y a un tiempo determinado”
.  Por ello insistirá Kennedy en que la “ética judicial, así como la independencia judicial, tiene que ver con la apariencia y la realidad. Si se percibe injusticia, si en apariencia parece que la hay, el poder judicial se encontrará bajo la sospecha del descrédito” 
.


La primer exigencia que explica en su artículo el doctor Vigo, tiene que ver fundamentalmente con la independencia e imparcialidad de los magistrados, toda vez que si existe una razón que justifique la existencia del juez, es sin duda su rol como tercero imparcial en quien se confía la resolución de un conflicto. Por ello subraya el autor que “en la medida que se altere esta exigencia pierde sentido la función judicial” 
. 

Al respecto Morello explica: respecto de esta exigencia “lo que no podrá hacerse es dejar que siga anubándose el cielo de una independencia, transparencia y ejemplaridad ética de los jueces, pues es ello lo que les resta confiabilidad y, en el volcán de nada inocentes medios agudiza la valoración negativa de la justicia” 
. 

Por último, coincidiré con el profesor Vigo, en que los jueces al ejercer uno de los poderes del Estado, entramos en constante tensión con los restantes departamentos que erige la Constitución y con otros factores de poder como los medios de comunicación social 
. 

Para aumentar y fortalecer la credibilidad del Poder Judicial, es necesario resguardar su independencia y asegurar el respeto de cada uno de “los otros poderes en sus espacios institucionales. Nuestra sociedad está particularmente sensibilizada con la eventual falta de independencia, especialmente respecto del poder político, por eso la necesidad no sólo de ser independiente sino de evitar razonablemente sospechas en contrario” 
. 

IV. Por otro: la exigencia de honestidad. La necesidad de conocer la filiación política del juez


El Código de ética en cuestión pone especial énfasis en la exigencia de honestidad que se le reclama a los jueces de la República del Paraguay. El art. 8 de este cuerpo le impone a los magistrados orientar su conducta pública y privada en función de dicho valor, para proyectar a la sociedad una imagen insospechada en tal sentido. 

Precisamente, se justificó el dictado del art. 10º inc. 3, que permite a los magistrados afiliados a un partido político, suspender su filiación mientras ejerza la función jurisdiccional, argumentando que resulta más honesto, y si se quiere transparente, que la sociedad conozca la identidad partidario-política del juez, a que éste la mantenga oculta. Tradicionalmente los jueces pudieron mantener su pertenencia a un partido político y hacerlo público, en tanto los padrones son de acceso irrestricto, y cualquier ciudadano los puede consultar. No obstante, la vigencia de ciertas normas -ya no éticas sino de otro cariz-  “prohibirían” dichas actividades, aun la filiación. 

A modo de ejemplo, entre otros preceptos vigentes en el vecino país, el art. 238, inciso d) de la Ley n° 879/81 Código de Organización Judicial, prohibía y prohíbe actualmente a los magistrados y funcionarios judiciales participar en actividades políticas; y el art. 14, incisos c), l), y m) de la Ley n° 1084/97, del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, prohíbe también tales actos en garantía de independencia e imparcialidad propios de su función. Seguramente se habrá soslayado este tópico, aclarándose que la prohibición de esta práctica no comprende la filiación partidaria. No obstante, entiendo que desde el plano ético tal distinción resulta irrelevante si queremos exhibir a los jueces y al Poder Judicial, como insospechadamente independientes.

Entonces, esta exigencia de honestidad justificando la excepción al valor esencial de independencia, aparece como una reivindicación de tipo histórico ligada fuertemente a la tradición de la República del Paraguay, que debe ceder ante una exigencia universal y superior que insisto, necesita ser modificada de cuajo si queremos mostrar a los jueces y al Poder Judicial de Paraguay como independientes de cualquier injerencia político-partidaria. 

V. Percepción del justiciable previo al dictado del Código de Ética respecto de la independencia del Poder Judicial en Paraguay ¿Un pasado que condena?
Este clamor por la independencia del Poder Judicial respecto del poder político, fue abordada de distintas maneras por los Códigos de Ética  de América Latina, unos con mayor énfasis, vedando a los jueces el proselitismo partidario, la afiliación política etc.; otros, simplemente solicitando al juez afiliado a un partido político, la suspensión de la afiliación mientras permanezca en el cargo judicial (art. 10º  inc. 3 in fine del Código de Ética Judicial de la República del Paraguay).

Antes de la sanción del Código de Ética Judicial Paraguayo, existían en la vecina República, alrededor de quinientos noventa (590) magistrados judiciales, de los cuales trescientos sesenta y seis (366) pertenecían en carácter de afiliados al Partido Colorado, cifra que, por sí sola marcaba la identificación ideológica de la mayoría de los jueces del Poder Judicial 
. Solamente ciento cuarenta y cuatro (144) magistrados no se encontraban afiliados a ningún partido político, es decir poco más de un veinticuatro por ciento se mantuvo sin filiación partidaria (exactamente un  24.4%). Los restantes magistrados se distribuyeron entre otras fuerzas de menor incidencia y poder. Sesenta y tres (63) jueces militaron en las filas del Partido Liberal Radical Auténtico, apenas algo más de un diez por ciento (10.7%). Otros diez (10) jueces resultaron afiliados al  Partido Encuentro Nacional; cuatro (4) al Partido Demócrata Cristiano; dos (2) jueces al  Partido Unace y sólo un (1) magistrado al Partido Revolucionario Febrerista
.

Es indudable que esta falta de autonomía del poder político de parte del órgano jurisdiccional, incidió, de manera negativa, en la consideración que el pueblo paraguayo tuvo en otros tiempos del departamento judicial. 

Basta como muestra de ello el sondeo de opinión  que efectuara el Consorcio de Opinión Iberoamericano de Investigaciones de Mercados y Asesoramiento (CIMA), realizado en 18 países de Iberoamérica  sobre una muestra de 8.249 casos, relevados entre abril y mayo de 2005. 

En tal ocasión se obtuvieron datos de diversa valía con relación a la confianza en determinadas instituciones de los países que integran el área encuestada. 

En los extremos de confianza en la “institución justicia” se ubicaba por un lado, la República de Uruguay, donde la percepción de confianza en el Poder Judicial, alcanzaba el cincuenta y cuatro por ciento (54%). Muy atrás y en el último escaño aparecía la justicia paraguaya, con apenas un diez por ciento (10%) de confianza. Llamativamente las únicas instituciones que no superaban este magro resultado en el país vecino eran (además de la policía, 8%) el Congreso, con un siete por ciento (7%) de confianza y los partidos políticos con igual guarismo 
. 

Digo llamativamente, porque no es casual que las instituciones que aparecen con mayor grado de desprestigio son aquéllas que directa o indirectamente se encuentran vinculadas a la política partidaria, de ahí el esfuerzo del Código de Ética de la República del Paraguay, por consolidar la independencia de un poder del Estado marcando una clara incompatibilidad entre la función jurisdiccional y el proselitismo partidario. 

Es evidente que, en otros tiempos, no  se supo guardar la distancia necesaria con la política partidaria. Ello, como analizáramos más arriba, pese a la existencia de preceptos que prohibían a los magistrados y funcionarios judiciales de Paraguay participar en actividades políticas antes de la vigencia del Código de Ética. 

Si estos datos no bastan para conformarnos una idea acerca de la percepción que en general tenían los habitantes del Paraguay del Poder Judicial, veamos ahora si la opinión respecto de los jueces variaba sustancialmente.  

Del informe efectuado por la Federación Argentina de Colegio de Abogados surge un hecho que aprecio como relevante.  Éste justifica que antes de evaluar cómo impactó la vigencia del digesto de Ética resulte necesario destacar que los datos expuestos más abajo guardan relación en que una mala imagen de la justicia y tiene como correlato una regular o mala imagen del juez. 

Al hilo de lo dicho, cabe considerar como ejemplo la situación que  se verifica en la República Argentina, donde existe una idea de adicción de la justicia al poder político (el 83% de los encuestados opina que el Poder Judicial no es independiente del Poder Político)
 y, el juez tiene una desaprobación muy acentuada (solo el 4% proyecta una imagen positiva del juez, un 46% regular y un 47% imagen negativa) 
. 

En Paraguay ocurría algo similar. Conforme surge del informe anual que se efectuá en América Latina, a través del cual se confecciona el Latinobarómetro, en la medición correspondiente al año 2004 (agosto), obtenida sobre la base de 19.603 consultas hechas en 18 países, sólo México superaba  a Paraguay en  cuanto a desaprobación a la figura del juez. 

V.1. ¿Un pasado que condena?
En respuesta a la pregunta que plasmáramos en el título del presente capítulo, resulta lógico, que la existencia de una justicia adicta al poder político, trajo como consecuencia un marcado descrédito de los señores jueces y del Poder Judicial.  De ahí que se explique el énfasis que el Código de Ética de le República de Paraguay puso en los distintos numerales del art. 10 y los arts. 47 in fine y 51, en tanto los primeros generan un decálogo de deberes, que alejan al juez de la política partidaria, del proselitismo y de cualquier actividad pública o privada que pueda poner en duda su independencia del poder político. Los últimos artículos, en tanto, establecen como incompatibles con el ejercicio de las funciones de miembros del Consejo Consultivo y del Tribunal de Ética, las actividades político partidarias.

 Volviendo la mirada al primero de los preceptos, advierto que de los cinco incisos destinados a consolidar la independencia del Poder Judicial y de los señores jueces, tres 
, apuntan directamente a romper con un pasado que, como surge de las encuestas evaluadas, condenó al desprestigio público al Poder Judicial y a su principal protagonista: “el Juez”. 

V.2. ¡Una ética interesada en el futuro! 
La pérdida de confianza en la institución justicia y en el juez es, en principio, la primer impresión que asoma de cuanto llevamos dicho. No obstante, como veremos, quienes tuvieron la visión de concebir y poner en práctica el código de ética, quienes operan a diario con esta herramienta, estimo, evaluaron el estado de situación como un punto de partida para emprender una transformación radical.  Se transitó un nuevo camino con la experiencia del pasado a cuestas, pero estudiando el comportamiento del juez desde la ética judicial, para marcar un rumbo que guie a muchos operadores del derecho a ser excelentes magistrados.

A diferencia del Derecho -que dirige su mirada sobre el pasado, deteniéndose en los sucesos que ocurrieron, a efectos de corroborar si las conductas valoradas violan alguna manda jurídica que puede aparejar una sanción o responsabilidad civil administrativa etcétera-, la ética, apunta su visor hacia el futuro. Se interesa, al decir de Vigo, “en lo que viene en el sujeto respecto a su compromiso hacia adelante, por eso puede ser muy comprensiva de esa conducta y el arrepentimiento por la misma en orden a la conversión del agente en el esfuerzo por ser mejor” 
. 

Sin lugar a dudas, supongo que el código sancionado cumplió con aquella finalidad.  Veamos a continuación los alcances prácticos del digesto ético y los resultados de la labor de los órganos por él creados, con el propósito de corregir una visión negativa de la justicia y del juez paraguayo. Se apuntó a resolver adecuadamente la tensión entre independencia y honestidad.

VI. Código de Ética práctico y operativo  
A más de dos años de vigencia del Código de Ética Judicial y a poco de superado el año desde que se instalaran  tanto el tribunal ético (23 de septiembre de 2006) como el consejo consultivo (5 de septiembre de 2006) se resolvieron unas cincuenta (50) causa entre denuncias formuladas por distintas vías, y las actuaciones que se diligenciaron oficiosamente. 

A medida que cobran estado público las resoluciones y recomendaciones de aquellos organismos, los objetivos por lograr la excelencia en la justicia y de los magistrados se aprecia por parte de la ciudadanía y los justiciables en general, quienes paulatinamente toman como suyas las herramientas que brinda el digesto ético.

Prueba de ello, lo constituye el hecho que de las 50 causas tramitadas por el Tribunal de Ética Judicial, sólo cinco (5), fueron iniciadas de oficio. Las restantes cuarenta y cinco, se formalizaron mediante denuncias éticas, conforme los procedimientos que prevé la acordada de la Corte Suprema 390 de 2005 
. 

Antes de analizar el fallo que seleccioné, quiero aclarar que el Tribunal de Ética, al momento del informe de marras, sólo dio a conocer a la opinión pública siete (7) resoluciones: dos (2) amonestaciones, una a un juez de paz por violencia doméstica y otra a un juez penal, por falta ética contra la honestidad. Aplicó dos (2) llamados de atención público, uno a un juez penal por encontrarse en estado de ebriedad y otro a un juez de paz por acoso sexual contra una persona interesada en un cargo vacante de su despacho. Por último aplicó tres (3) recomendaciones: una dirigida a tres ministros de la Corte Suprema, por asistir a una fiesta de un político, también extendió una recomendación a un juez penal por asistir al casino y por último, extendió sendas recomendaciones a jueces penales y a un camarista por almorzar en público con abogados y peritos en ciudad del Este.

El resto de las resoluciones, se mantuvieron en el ámbito del tribunal y la parte comprometida en el juicio ético, al estimarse éstas como de carácter privado. Además, un gran número de ellas son resoluciones absolutorias y en otras se aplicaron distintas medidas éticas al corroborarse el hecho denunciado.

Como se podrá apreciar en el caso seleccionado, se acude a un saber eminentemente práctico, el cual apela a valores que recoge el Código de Ética (independencia, responsabilidad, imparcialidad, dignidad judicial entre otros), los cuales fueron merituados con prudencia y conforme a las particularidades especiales del caso.

VII. El caso seleccionado 
El presente caso, como ya adelantara, involucra a tres jueces del más alto estrado de la República. Se inició de oficio por el Tribunal de Ética Judicial, ante publicaciones de medios de comunicación efectuadas a fines de noviembre del 2006, que daban cuenta de la participación de jueces, camaristas y miembros de la Corte Suprema de justicia en el cumpleaños del senador y dirigente político del partido colorado, Juan Carlos Galaverna.

El Tribunal comprobó que los ministros Raúl Torres Kirmser, Víctor Núñez y Wildo Rienzi Galeano concurrieron a la fiesta celebrada con motivo de conmemorarse el cumpleaños del senador del partido colorado.

Durante su sesión ordinaria del 21 de marzo de 2007, los miembros del Tribunal de Ética Judicial, resolvieron recomendar a los ministros de la Corte Suprema de Justicia referidos, que se abstuvieran de participar de actos o celebraciones que tengan tinte político para evitar afectar la credibilidad del Poder Judicial. 

La resolución difundida por el Tribunal sostenía que la falta atribuida a los ministros de la Corte del Paraguay refería a pautas de comportamiento público y privado que se exigen al juez y que afectan la credibilidad del Poder Judicial.  

Luego de conocida la medida y habiendo recurrido la decisión a través del recurso de reconsideración, el doctor Núñez manifestó que tenía derecho a impugnar la sanción ética “conforme lo establece la propia Constitución y la Ley, en este caso el Código de Ética, -pero ahora que se ratificó es un capítulo cerrado, siempre he atacado las disposiciones judiciales y por qué no voy a acatar ahora la decisión del Tribunal de Ética-” sostuvo.  

Sin perjuicio, de lo expuesto reiteró que en el trámite del juicio hubo errores procesales a la hora de emitirse la resolución sancionatoria, ya que el Tribunal sostuvo -a su criterio erróneamente- que el juicio ético es un procedimiento “sui generi”, y por lo tanto no es necesario cumplir aspectos procesales del debido proceso. 

En ese sentido, explicó que para atacar la resolución, se basó en la propia disposición del Código de Ética que sostiene que se debe aplicar supletoriamente el Código Procesal Civil, instancia que reconoce y garantiza el debido proceso, el control de pruebas y el conocimiento de todo lo actuado y que para las partes nada tiene que ser confidencial o secreto.

Por ultimo, el director coordinador de la Oficina de Ética Judicial, doctor Esteban Kriskovich explicó que la decisión adoptada quedó archivada para que en el futuro el Tribunal pueda confirmar si hubo o no reincidencia de parte de los afectados. Para el caso de reiteración de la conducta observada, podría considerarse la aplicación de medidas más severas 
.

VIII.  Cinco glosas respecto del fallo escogido

VIII.1. Exigencia de Responsabilidad. Código de Ética Judicial ¡Destinado a todos los jueces!
Como expresamente lo dispone el art. 1º,  los destinatarios del Código de Ética, son todos los jueces y juezas, que como miembros del Poder Judicial, ejercen la función jurisdiccional, sin distinción de instancias o jerarquías funcionales. A punto tal que expresamente se incluyen como alcanzados por las normas del digesto ético a los ministros y ministras de la Corte Suprema de Paraguay.  

El caso analizado, pone en evidencia la seriedad con la que se materializó la reforma ética. No sólo exige ejemplos éticos de sus tribunales inferiores, sino también de quienes integran el más alto estrado judicial. 


La exigencia que asoma enrededor de este aspecto guarda estrecha relación con la responsabilidad, toda vez que los estándares éticos del Código exigen por igual a todos los jueces incluidos los de la Corte. Éstos también deben responder por sus actos. Ningún magistrado en actividad puede eludir o transferir su compromiso ético argumentando el eficaz cumplimiento de su función.


VIII.2. La necesaria distancia que deben guardar los miembros de la Corte del poder político. La exigencia de independencia


La conducta reprochada a los jueces confronta con el art. 10º inc. 2 del Código de Ética Judicial. Resulta evidente que el hecho de concurrir al cumpleaños de un senador puede afectar el deber del juez de mantener su independencia de los partidos políticos, de sus dirigentes o representantes, máxime cuando el magistrado cuestionado ocupa la cabeza de uno de los poderes del Estado.


Recordemos que Galaverna era un político de gran notoriedad en la sociedad paraguaya y a su cumpleaños asistieron una gran cantidad de personas, con lo cual “la sola presencia de los jueces, aunque no hayan participado en discusión jurídica o política, puede ser reprochable ante los ojos de la gente” 
. 

Este tipo de exigencia, requiere que el juez preste su alto servicio según su ciencia y conciencia, despojado de factores que puedan incidir en su decisión o simplemente que puedan causar la impresión a la ciudadanía de que se es un magistrado independiente.  Recordemos una vez más con el profesor Vigo “que  la ética judicial en función de los bienes o intereses comprometidos exige tanto el ser como el parecer” 
. La necesidad de mostrarse independiente no sólo involucra la desvinculación del juez respecto de los partidos políticos en tanto institución partidaria, sino que exige una inconexión visible del magistrado “hacia las personas o dirigentes políticos que las representan” 
.

VIII.3. El contrasentido de que un caso sea resuelto por quien acude a su cumpleaños. La exigencia de imparcialidad   

Es a todas luces evidente, que para el común de la gente, quien acude al cumpleaños de una senador, o bien es su amigo o una persona allegada, o tiene algún interés especial en relacionarse con el político y aunque no lo tuviera, para la ética, no existiría imparcialidad si en el  futuro aquel magistrado tuviese que resolver un caso donde aparezca directa o indirectamente involucrado el personaje de la política partidaria. Con lo expuesto, la exigencia de imparcialidad que se le pide al magistrado quedaría notablemente resentida.

Debo poner de resalto que el fallo del Tribunal de Ética se basó para sancionar a los ministros de la Corte, en la supuesta existencia de causas particulares que involucran al senador Juan Carlos Galaverna. Este hecho que no respeta el deber que impone el art. 11º inciso 2 del Código de Ética, en tanto manda mantener la igualdad de partes en el proceso, para evitar actitudes que puedan implicar privilegios o favoritismos.
VIII.4. Características del proceso ético
Entiendo que la pretensión del ministro Núñez, al invocar como fundamento de su queja la violación del debido proceso y al denunciar la existencia de errores formales a la hora del dictado de la disposición ética, importa conferir a este tipo de proceso una naturaleza propia del régimen jurídico. 

Contrariamente, el proceso ético -sin quebrar los estándares mínimos del debido proceso- es una herramienta flexible, que procura verificar si se cometió o no una falta. Busca, de esta manera, lo mejor para el servicio de justicia y procura que el magistrado involucrado comprenda la falta cometida, se arrepienta y renueve su compromiso con la excelencia en el servicio de justicia.

VIII.5.  Abstención de realizar actos de tinte político. Necesidad de superar la tensión entre independencia y honestidad
La postura del Tribunal de Ética, al condenar el comportamiento de los ministros en tanto se involucraron en actos o celebraciones de tinte partidario, pone sobre el tapete la preocupación del estrado ético por erradicar prácticas que puedan afectar la credibilidad del Poder Judicial, fundamentalmente respecto de la relación juez-política partidaria. 

Me pregunto, si el interés que se intentó tutelar, en el precedente tratado, no resulta igualmente comprometido con jueces que mantienen –aun en suspenso- su filiación partidaria.

Creo que el argumento de honestidad, en virtud del cual se justifica la solución que en definitiva adopta el Código de Ética, debe ceder y prontamente, frente a la independencia que reclama la sociedad civil, respecto de sus jueces. La clamada independencia no sólo debe garantizarse a través de un juez libre de ataduras, sin filiación partidaria, sino también a través de señales que sean percibidas por la sociedad. 

Pienso que el carácter universal de la exigencia de independencia, resta sustento a la excepción contingente, basada en la honestidad de los jueces que hacen saber su favoritismo partidario, frente a la  necesidad de una justicia y sus magistrados de ser y parecer indiferentes al poder político. Valoro tan repudiable, en términos éticos, que un magistrado acuda al cumpleaños de un senador, como que un juez se muestre afín a una corriente partidaria.  Ello de cara al conjunto social, bajo la justificación que es honesto hacer públicas la creencias político-partidarias. La suspensión en la afiliación, no alcanza a mi juicio, para aventar las dudas respecto de la independencia que esencialmente debe exhibir todo juez.

VII. Conclusión
En mi evaluación respecto del funcionamiento del Código de Ética y la costosa tensión -en términos de imagen- que todavía se mantiene entre la independencia y la honestidad de los jueces, no puedo dejar de mencionar, la labor coadyuvante que ejerció en Paraguay el Consejo Consultivo del Código de Ética Judicial. Ello en orden a revertir, en el imaginario social, la sensación de falta de independencia del Poder Judicial respecto de los partidos políticos. Como prueba de lo manifestado  se puede mencionar la serie de comunicados que hizo público el órgano ético para instar al poder judicial al respecto de los deberes que impone el digesto de ética en la materia 
. 

Soy consciente que mi trabajo pudo haber incurrido en un abuso de la materia sociológica al recurrir a encuestas de opinión para establecer el piso desde el cual no dudo comenzará a revertirse la desdibujada fama de la “institución justicia” y de los jueces en Paraguay.  Si se parte de la idea que las exigencias éticas de independencia y honestidad son, imagen y realidad, es necesario buscar auxilio en la sociología, precisamente para conocer de manera acabada la impronta de estas dos caras de una misma moneda.

La gran actividad y la calidad de las tareas que desarrollaron los organismos creados por el Código de Ética está provocando un cambio en la percepción que la gente común tiene de su Poder Judicial y de los magistrados que operan el derecho. Cuando un pueblo observa a sus jueces desvinculados totalmente de la partidocracia  comportándose con independencia, imparcialidad, honestidad, idoneidad, prudencia, responsabilidad, dignidad judicial, autoridad, fortaleza, buena fe, respeto y decoro, se sentirá más proclive y reanimado a respetar a los jueces y al Poder Judicial.
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